
Sevilla a 5 de julio de 2006

INFORME DEL CONSEJO DE LOS CONSUMIDORES Y USUARIOS DE

ANDALUCÍA A LA RESOLUCIÓN DE LA AGENCIA ANDALUZA DEL AGUA,

POR LA QUE SE MODIFICA EL CANON DE MEJORA VIGENTE A

SOLICITUD DEL AYUNTAMIENTO DE ALGECIRAS (CADIZ).

El Consejo de los Consumidores y Usuarios de Andalucía, en ejercicio

de la función que le reconoce el Decreto 58/2006, de 14 de marzo, ante la

Consejería de Medio Ambiente, comparece y como mejor proceda,

EXPONE

Que por medio del presente escrito procedemos a evacuar informe

respecto del proyecto de Resolución de la Agencia Andaluza del Agua, por la

que se modifica el canon de mejora vigente a solicitud del Ayuntamiento de

Algeciras, y ello sobre la base de las siguientes:

ALEGACIONES

PRIMERA.- Sobre la figura del canon de mejora.

Este Consejo viene  manifestando de forma reiterada, que la figura del

canon de mejora debería ser un recurso excepcional y no habitual,

acudiéndose a esta figura sólo en aquellos supuestos en los que los recursos

sean insuficientes para garantizar las inversiones necesarias en el servicio

público de saneamiento, depuración y abastecimiento. No obstante se viene

configurando como una medida recurrente, incrementando la presión impositiva

de los ciudadanos y convirtiéndose en el exclusivo instrumento de financiación

de las inversiones precisas tanto para el abastecimiento como para el

saneamiento.

SEGUNDA.- Sobre la habilitación legal.



Entrando en otras consideraciones generales este Consejo sigue

considerando que la actual habilitación legal que sustenta la implantación del

canon establecida a través de una Ley de Presupuestos Generales de la

Comunidad Autónoma, no constituye el vehículo idóneo para el establecimiento

de una carga pseudo-impositiva sobre los ciudadanos, manteniendo incluso las

dudas sobre la adecuación jurídica de dicho instrumento a la hora de salvar el

sustento legal apreciado en su día por la Sala de lo Contencioso Administrativo

del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, de conformidad con lo

establecido en el art. 31 de la Constitución que consagra el principio de reserva

de ley en el establecimiento de prestaciones patrimoniales de carácter público.

TERCERA.- Sobre el control administrativo.

Este Consejo entiende que la Agencia Andaluza del Agua debe, en el

ejercicio de la potestad de control que tiene como administración, controlar

efectivamente el cumplimiento del grado de ejecución de las obras y la

aplicación finalista de los recursos obtenidos vía canon.  El control debe

efectuarse en una doble vertiente, sobre la ejecución de las obras y sobre la

aplicación de los recursos obtenidos vía canon a las mismas, lo que supone un

instrumento de garantía para los ciudadanos. Este control se valora como

imprescindible entre otras razones tanto para evitar la obtención de beneficios

financieros a costa de los  ciudadanos como para velar por que el rendimiento

obtenido se aplique al fin al que van dirigidos, sin que suponga injerencia en la

autonomía local, sino una consecuencia lógica derivada de la propia naturaleza

del canon como prestación patrimonial de carácter público destinada a un fin y

cuya gestión debe responder a los términos y condiciones establecidos.

CUARTA.- Sobre la documentación aportada.

Sin menoscabo de otros documentos que se reseñarán con relación a

artículos concretos del texto del proyecto de Resolución, hubiera sido

conveniente aportar, como documentación anexa, plano de detalle donde poder

apreciar la magnitud de las obras presupuestadas y en este sentido poder dar

opinión fundada sobre el montante económico solicitado.



QUINTA.- Sobre el Preámbulo.

Como premisa de partida, este Consejo debe valorar positivamente la

inclusión en la norma que nos ocupa del preceptivo trámite de audiencia al

Consejo de los Consumidores y Usuarios de Andalucía.

SEXTA.- Sobre el art. 1.2 “Modificación del vigente canon de mejora”.

Con relación al citado artículo, y en su apartado segundo, este

Consejo valora positivamente que se haga constar en la Orden la disociación

en cuanto a la aplicación del canon sobre la tasa vigente por el  servicio de

suministro de agua potable y por el servicio de saneamiento.

SÉPTIMA.- Sobre el art. 2 “Plazo de aplicación y valores”.

Consideramos que, si bien la incorporación en un solo canon de los

conceptos de financiación de infraestructuras e inversiones tanto para el

abastecimiento como para el saneamiento puede responder fielmente a un

criterio de gestión del ciclo integral del agua, lo cierto es que la ausencia de

una diferenciación entre los mismos a efectos de su aplicación al usuario

repercute en una disminución de su transparencia y dificulta el control en la

aplicación del canon, elementos de transparencia y control que consideramos

prioritarios en el marco de la nueva política del agua. Es por ello que tenemos

que mostrar la discrepancia de este Consejo ante esta argumentación y por

tanto consideramos que debe seguir diferenciándose entre el canon destinado

al saneamiento y el canon destinado al abastecimiento.

OCTAVA.-  Sobre el art. 2 “Plazo de aplicación y valores”.

Se valora negativamente que se configure el canon de forma lineal y no

progresiva como viene solicitando este Consejo. En este sentido debió la orden

estructurar el canon mediante una cuota variable por bloques de consumo, de

forma que a mayor consumo, mayor precio.



Al respecto decir, como hemos tenido que argumentar en otros informes

en sentido contrario, que la política en materia de aguas debe apostar, en la

fijación de sus precios, por los bloques progresivos. Esta política viene siendo

avalada  por el Consejo Económico y Social como así se desprende de sus

Dictámenes nº. 6 de 27 de septiembre de 1995 y nº. 1 de 21 de febrero de

1996, insistiendo en la figura concreta del canon como precio progresivo y ello

por cuanto si tenemos en cuenta el conjunto de derechos económicos que

paga el usuario por el abastecimiento (cuota fija o de abono, cuota de consumo

en el caso que nos ocupa, cánones...) y el saneamiento queda totalmente

desdibujado el principio de progresividad en el precio del agua.

 Por lo tanto toda propuesta que no contemple y respete el citado

principio de progresividad debe rechazarse por sistema al no responder a

criterios de equidad y racionalidad en la gestión de un bien tan escaso como el

agua

NOVENA.- Sobre el art. 2 “Plazo de aplicación y valores”.

Debemos indicar que debe añadirse al apartado del importe la referencia

a la moneda vigente y que por lo tanto es una referencia en euros por litro o

metro cúbico de agua.

DÉCIMA.- Sobre el art. 4 “Finalidad”.

Debería recoger el texto de la Resolución la cantidad total

presupuestada para abordar las obras requeridas. En concreto la cantidad de

9.246.096,09 €.

Así mismo, en el apartado 2 primer párrafo in fine del artículo 4, se hace

mención la Técnico Municipal sin especificarse en concreto, a quien  va dirigida

la obligación de expedir el certificado al que se hace referencia.

Igualmente entiende este Consejo, en relación a los certificados del

grado de ejecución de las actuaciones programadas, debemos traer a colación

la oportunidad de que, tratándose de la modificación de un canon vigente, se

hubieran incorporado al expediente los certificados que deben haberse emitido,

en tal sentido, referidos a las obras ya ejecutadas y financiadas con cargo al

mismo.



UNDÉCIMA.- Sobre el art. 5. Garantías.

Existe un error ortográfico cuando se hace constar: “ … expedido por el

intervención municipal”. Dicho error debe ser corregido a fin de dotar a la frase

de significado.

Hemos de valorar positivamente que se haya asumido la reiterada

alegación de este Consejo de que, cuando se hace alusión al certificado a

expedir por el interventor municipal con la conformidad del Presidente de la

Corporación,  dicha conformidad no pueda ser sustituida mediante delegación

por nadie que no sea el Secretario del Ayuntamiento, desapareciendo esta

posibilidad del texto propuesto. No obstante lo anterior, reproducimos en ésta lo

expresado en la alegación décima, sobre la oportunidad de haber incorporado

al expediente objeto de informe los certificados expedidos, conforme a este

artículo, correspondientes a las obras ya ejecutadas.

DUODÉCIMA.- Sobre el artículo 5.2, “Garantías”.

Igual reflexión que en las anteriores alegaciones debemos hacer sobre la

oportunidad de haber incorporado al expediente las auditorias externas

efectuadas anualmente sobre el período de vigencia del canon objeto de

modificación. En tal sentido, debemos traer a colación las propias reflexiones

efectuadas por el Defensor del Pueblo Andaluz en su informe sobre el Servicio

de Suministro de Agua, con relación al escaso control detectado sobre la

aplicación de los cánones de mejora, que deben servir de estímulo para aplicar

los mecanismos existentes de forma sistemática y transparente, entendiendo

que una modificación de este cariz supone una buena ocasión para ello.

DECIMOTERCERA.- Sobre el artículo 6, “Consecuencia del

incumplimiento de obligaciones”.

Entiende este Consejo que más bien debería hacer referencia en el título del

artículo a la “Suspensión  de la vigencia del Canon”,  y no puede hacerse solo

en función del incumplimiento de la entrega de los certificados a los que hacen



alusión el art. 4,2 y 5,1 de la presente Resolución, sino en los casos en los que

no se da la finalidad prevista al canon cobrado, o no se aborden las obras.

DECIMOCUARTA.- En relación al contenido del ANEXO, este Consejo

entiende necesario el deber de establecer en cada partida objeto de actuación

la identificación de la misma mediante una referencia o identificación del tramo,

sector, avenida, o zona implicada o incluida en el programa de actuaciones

financiadas vía canon de mejora, y ello en base a permitir un seguimiento y

dotarle del rango normativo su inclusión en la presente resolución.

DECIMOQUINTA.- Consideración Final

Señalamos la conveniencia de someter a revisión ortográfica el conjunto

del texto, al objeto de subsanar posibles errores detectados en tal sentido.

Por lo expuesto, procede y

SOLICITAMOS A LA CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE: Que

habiendo por presentado este escrito, se digne a admitirlo, y tenga por emitido

informe sobre el proyecto de Resolución de la Agencia Andaluza del Agua por

la que se modifica el canon de mejora vigente a solicitud del Ayuntamiento de

Algeciras, para a tenor del mismo y, si así lo tiene a bien, proceder a incorporar

las modificaciones resultantes de las alegaciones expuestas en el presente

informe. Por ser todo ello de Justicia que se pide en lugar y fecha arriba

indicados.


